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Entre las Entidades recogidas en el anexo I de la Ley 8/2021 se encuentra El Centenillo, en la provincia 
de Jaén.

La asociación de vecinos Cielo Abierto de El Centenillo, nos trasladó en la queja 20/6801 la disconformidad 
con la iniciativa del Alcalde del Ayuntamiento de Baños de la Encina (Jaén), municipio al que pertenece, 
de suprimir y disolver la Entidad Local Autónoma.

La citada asociación, exponía que desde su constitución como entidad local menor en 1940 por Orden del 
Consejo de Ministros y hasta el día de hoy, los alcaldes de Baños de la Encina y alcaldes pedáneos nunca 
habían dotado a la ELA de gestión económica propia, ni habían presupuestado partidas para la gestión 
autónoma por la Junta Vecinal de la ELA.

Tras analizar el procedimiento iniciado para la supresión de la ELA, así como su situación económico-
financiera y las relaciones interadministrativas de ambas partes, se considera que la Entidad Local “El 
Centenillo”, es un ente capaz de satisfacer intereses generales de una población que ha llenado de vida un 
núcleo vaciado, resurgiendo tras el cierre de la explotación minera por personas que apostaron asentarse 
en el territorio

En base a lo cual se dictó Resolución en la queja 20/6801 recomendando que no se procediese a la 
disolución de la ELA “El Centenillo” debiendo articulase el mecanismo adecuado entre Ayuntamiento y la 
ELA, en aras a una cooperación, auxilio necesario y apoyo a las medidas para paliar la Andalucía vaciada.

Una recomendación basada en el principio de lealtad institucional, que contribuye a fortalecer las relaciones 
interadministrativas en la esencia de un estado de derecho y que hace respetable a sus instituciones.

Resolución que ha sido aceptada al haberse procedido a la firma del convenio por ambas partes con 
fecha 21 de octubre de 2021, habiendo sido previamente aprobado por la Junta Vecinal y el Pleno del 
Ayuntamiento.

1.13.2.2.3. Servicios tributarios

1.13.2.2.3.1. Procedimientos tributarios: Devolución de ingresos indebidos

Son muchas las quejas que se reciben relacionadas con el silencio administrativo de las administraciones 
locales en la gestión de los procedimientos tributarios. Adquieren una mayor relevancia aquellos en los 
que los ciudadanos nos trasladan las dificultades para que se devuelvan tributos abonados indebidamente, 
bien sea por errores en el cálculo de los mismos o bien por su improcedencia.

En este sentido, los contribuyentes manifiestan su grado de malestar e insatisfacción con el funcionamiento 
de los órganos encargados de la gestión y recaudación tributaria a través de los ayuntamientos y diputaciones 
provinciales.

El ciudadano andaluz está obligado al cumplimiento del mandato constitucional que señala el artículo 
31 de nuestra norma suprema, en el cual dispone que: “Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos 
públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los 
principios de igualdad y agresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio “.

En base a ello, frente al ciudadano que no cumple con sus obligaciones tributarias, como resulta ser la 
obligación del pago de impuestos o sanciones pecuniarias, las administraciones públicas ejercen en su 
prerrogativa de ejecución forzosa, el apremio sobre el patrimonio.

Por tanto, la ejecución del pago se realiza siempre, bien a través de la vía voluntaria en los plazos 
establecidos o bien mediante el embargo de los bienes que sea titular el deudor.

En los casos en los que la Administración Pública haya recibido un ingreso indebidamente tiene la obligación 
de la devolución del mismo al amparo del Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. Dispone en 
su artículo 19 del plazo de seis meses para dictar resolución expresa en los procedimientos de devolución 
de ingreso indebido.
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Conforme el artículo 21.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas la “..Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla 
en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación”.

Pues bien, sobre estos fundamentos normativos, la solicitud de devolución de ingresos indebidos, debe 
dar lugar al dictado y notificación de una resolución expresa a los seis meses computados desde la fecha 
en que la solicitud tenga entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente 
para su tramitación

Dado que el derecho a una buena administración, comprende el de resolución de los asuntos en un plazo 
razonable, la demora administrativa vulnera la normativa estatal y autonómica de aplicación.

En este sentido señalar los artículos 20, 21 y 29 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, en relación con el 
artículo 103 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria alusivos a la obligación de resolver 
expresamente y en plazo, a la obligatoriedad de términos y a la responsabilidad de la tramitación.

Ante el inicio de un expediente administrativo de devolución de ingresos indebidos el ciudadano espera 
obtener una resolución expresa, motivada y en plazo al amparo de la normativa citada. Una cuestión que 
no siempre sucede, dado las numerosas quejas recibidas referidas a la falta de respuesta a las solicitudes 
formuladas.

Ejemplo de estas actuaciones es la queja 21/0879 por la que el representante legal de un establecimiento 
hotelero de la provincia de Cádiz, presentó solicitud de devolución de ingreso indebido derivado ante el 
Ayuntamiento de Rota.

La ausencia de una respuesta expresa y motivada que pusiera término a dicho procedimiento le llevó a 
acudir a la Institución, que tras diferentes y numerosas actuaciones por nuestra parte, nos llevó a formular 
Resolución recomendando que se adoptasen las medidas que permitiesen observar el derecho a obtener 
resolución expresa a la solicitud de devolución de ingresos indebidos. Resolución que fue aceptada por el 
Ayuntamiento de Rota, procediendo a la devolución del ingreso indebido.

Igualmente la queja 21/2760 conllevó nuestra actuación para obtener una resolución expresa a una vecina 
de la provincia de Cádiz, que presentó reclamación y solicitud de devolución de ingresos indebidos, a 
consecuencia de liquidación por el denominado impuesto de plusvalía -IIVTNU-.

Recogía en la queja que pese a que la transmisión del bien inmueble debió quedar exenta, pues la venta 
fue a pérdidas; no se le había devuelto el importe liquidado. Tras la tramitación de la queja, el Ayuntamiento 
de Chiclana resolvió en sentido favorable la devolución, quedando el asunto solucionado.

Por su parte en la queja 20/2770 una vecina de un municipio de la provincia de Málaga nos exponía que 
pagó la tasa por una actuación de los bomberos para que retirarán un enjambre de abejas, que solicitó a 
través del 112 por considerar que era una situación de peligro, pero consideraba que no era ajustada a 
derecho por lo que presentó recursos contra la liquidación de la misma ante el Consorcio de Bomberos 
de Málaga. Tras la intervención de la Defensoría se procedió a la devolución de las cantidades liquidadas.

A los efectos de garantizar la resolución de expedientes en plazo, las administraciones deben adoptar 
reformas estructurales y procedimentales que permitan observar la normativa en vigor, dotándose de los 
medios materiales y personales que precisen.

1.13.2.3. Administración Electrónica
En el ámbito normativo de la Junta de Andalucía, fue promulgado como desarrollo de la normativa 

estatal básica el Decreto 622/2019, de 27 de diciembre, de administración electrónica, simplificación de 
procedimientos y racionalización organizativa de la Junta de Andalucía.

Un Decreto que además de desarrollar los aspectos básicos establecidos por las leyes de procedimiento 
administrativo y de régimen jurídico del sector público, y a pesar de que algunos de los aspectos 
más relevantes no tienen fijados la fecha de su plena aplicación, facilita a la ciudadanía el acceso a la 
administración electrónica de manera sencilla y garantizando sus derechos.
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